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sobre la base correspondiente, con efecto de 1 de abril do 1978, 
y sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", 'o pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora do la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.“ da la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michávila 
Pallar'"',.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

9679 ORDEN 111/00960/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 20 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Abdón Rodríguez Gó­
mez, ex Auxiliar segundo de Aeronáutica Naval, 
retirado.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Abdón Rodríguez 
Gómez, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 23 de abril y de 26 de noviembre de 1980, 
se ha dictado sentencia con fecha 20 de diciembre de 1982, 
cuya parte dispositiva ec como sigue:

«Fallamos: Que rechazando, la inadmisibilidad, alegada en la 
contestación a la demanda, y estimando el recurso interpuesto 
por don Abdón Rodríguez Gómez contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 23 de abril y de 26 de noviem­
bre de 1980, sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real De­
creto-Ir 6/1978, debemos anular y anulamos los referidos 
acuerdos como disconformes a derecho y en su lugar declá­
rame-, i derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo 
señalamiento de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 
sobre ia base correspondiente con costas a la Administración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
númer 34/1982, de 13 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propio términos la expresada sentencia

Lo rué comunico a V. E.
Dio. guarde a V. ¿. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1093.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Michavila 
Pallare-,

Excmo Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

9680 ORDEN 111/00961/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
diciembre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Constantino Balles­
teros Olmo, Sargento de la Guardia Civil, retirado.

Excmo Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Constantino Balles­
teros Gimo, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, ia Administración Pública, representada y defendida por 
el Abobado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar sobre haber pasivo de retiro, se ha dictado sen­
tencia con fecha 27 de diciembre de 1982, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad, alegada en la 
contestación a la demanda, y estimando el recurso interpuesto 
por de Constantino Ballesteros Olmo contra acuerdos del Conse­
jo Supremo de Justicia Militar, sobre haber pasivo de retiro 
dimanante del Real Decreto-ley 6/1078, debemos anular y anula­
mos los referidos acuerdos como disconformes a derecho y en 
su lugar declaramos el derecho del recurrente a que se le 
efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con porcentaje

del 90 por 100 sobre la base correspondiente, sin hacer expresa 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia1, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guardo a V. E. muchos años.
Madpid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Pesonal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallaré?.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

9681 ORDEN 111/00963/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 
diciembre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Santiago Gutiérrez 
González, Cabo de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Santiago Gutiérrez 
González, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida per 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 10 de abril de 1980 y de 11 dde diciembre 
de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 17 de diciembre 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don San­
tiago Gutiérre„ González, en el expediente Santiago González 
Bergaz, contra acuerdos del Consejo Supremo dé Justicia Mi­
litar de 10 de abril de 1980 y 11 de diciembre de 1981, sobra 
_.aber pasivo de retiro dimanante del Decreto-ley 6/1978, debe­
mos anular y anulamos los referidos acuerdos como disconfor­
mes a derecho y en su lugar declaramos el derecho del recu- 
i.onte a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de 
retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la base ccorrespon- 
diente. Sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bole­
tín Oficia1! del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa”, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articule 3. do la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años,
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallar’s.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

9682 ORDEN 111/00964/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 
diciembre de 1982, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Victoriano López Iz­
quierdo, Marinero primero de la Armada, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Victoriano López 
Izquierdo: quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Milita.- de 7 de junio y 4 de noviembre de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 17 de diciembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad alegada en la 
contestación a la demanda, y estimando el recurso interpuesto 
por don Victoriano López Izquierdo, contra acuerdos del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 7 de junio y 4 de noviembre 
de 198., sobre haber pasivo dimanante del Real Decreto ley 
6/1978, debemos anular y anulamos los referidos acuerdos como 
disconformes a derecho y en sú lugar declaramos el derecho del
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recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la base corres­
pondiente, con especial condena en costas a la Administración 
demandada.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial dei Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Júrisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

9683 ORDEN 111/00965/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 
de noviembre de 1982, en el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por don Alberto López 
Buendía, Cabo de Aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso conteucioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Alberto 
López Buendí... Cabo de Aviación, quien postula por sí mismo, y 
de otra, como demandada, la Administración Pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de 11 de junio de 1979 y 5 de septiem­
bre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 30 de noviembre 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que desestimamos la causa de inadmisibilidad 
alegada por el representante de la Administración, y estimando 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Alberto 
López Buendía, contra resoluciones del Ministerio de Defensa 
de 11 do junio de 1979 y 5 de septiembre de 1980, las anulamos 
por no ser conformes a derecho, en cuanto a que, a los efectos 
de aplicación de los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978, 
procede reconocer a aquél como empleo que hubiera alcanzado
por antigüedad el de Capitán de la Escala Auxiliar de Tropas y 

Servicios, condenando a la Administración a reconocerlo así, 
con las consecuencias legales inherentes a tal declaración, sin 
exprese imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire 
(JEMA).

9684 ORDEN 111/00966/1983, de 21 de marzo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 
de noviembre de 1982, en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don Buenaventura Chi­
llón Cabrera, Cabo de Aviación, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don 
Buenaventura Chillón Cabrera, Cabo de Aviación, quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Pública. representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 20 de diciembre 
de 1979 y 9 de mayo de 1980, se ha dictado sentencia con 
fecha 30 de noviembre de 1982, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que estimamos el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Buenaventura Chillón Cabrera, en su 
propio nombre y derecho contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de 20 de diciembre de 1979 y 9 de mayo de 1980, 
dictadas en el expediente administrativo a que se refieren estas

actuaciones, resoluciones que anulamos por no ser conformes 
a derecho, en cuanto que, a los efectos de aplicación de los bene­
ficios del Real Decreto-ley 6/1978, determinaron como empleo 
que hubiera alcanzado el recurrente el de Cabo primero con 
sueldo de Sargento, y declaramos que el indicado empleo hubie­
ra sido el de Capitán, condenando a la Administración l, estar 
y pasar por esta declaración, y no hacemos expresa imposición 
de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1082, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire
(JEMA).

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

9685 REAL DECRÉTO 709/1983, de 25 de marzo, por el 
que se autoriza la garantía del Estado a la emisión 
de «Euro Notes» por importe de 100 millones de 
dólares estadounidenses, proyectada por la Red 
Nacional de los Ferrocarriles Españoles con el «Me­
rrill Lynch Int. Bank Lid.», de Londres.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 76 del Es­
tatuto de la Red Nacional, de los Ferrocarriles Españoles 
(RENFE), aprobado por Decreto de 23 dé julio de 1964, dictado 
en aplicación de la disposición transitoria primera del Decreto- 
ley 27/1962, de 19 de julio, en relación con lo dispuesto por 
el artículo He de la Ley 11/1977, de 4 de enero, General Presu­
puestaria, procede autorizar la garantía del Estado a la ope­
ración financiera que más adelante se detalla, reservando el 
Ministro de Economía y Hacienda, dentro de la competencia que 
le corresponde en tal materia o que, en su caso, se desprenda 
de la autorización que a este efecto se le confiere en el pre­
sente Real Decreto, el otorgamiento del aval del Tesoro, y, cuan­
do fuera preciso, determinación definitiva de las características 
de la operación financiera que se garantiza y el dictar los 
pronunciamientos que se precisen a tal efecto y aquellos que 
sean consecuencia de estas actuaciones y que vengan exigidos 
por la naturaleza de dicha operación financiera.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Ha­
cienda, previa deliberación del Consejo de Ministros en su re­
unión del día 25 de marzo de 1983,

DISPONGO:

Artículo 1.º Se aprueba la emisión de «Euro Notes» y se 
autoriza la garantía solidaria del Estado sobre todas las obli­
gaciones patrimoniales que de ella se deriven, que la Red Na» 
cional de los Ferrocarriles Españoles (RENFE) proyecta realizar 
bajo la dirección de «Merrill Lynch Int. Bank Ltd.», de Londres, 
por importe de 100 millones de dólares estadounidenses, cuya 
operación financiera ha sido autorizada por acuerdo de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera de 22 de 
febrero de 1983, con determinación de sus características y con­
diciones.

Art. 2.° La efectividad de la presente garantía queda con­
dicionada a la existencia de margen suficiente en el importe 
total de avales autorizado, referido a la fecha en que sea otor­
gado el correspondiente aval del Tesoro.

Art. 3.a El Ministro de Economía y Hacienda, en uso de la 
competencia que a estos efectos le corresponde, otorgará el aval 
de Tesoro a la operación financiera aludida en el artículo l.° 
y se pronunciará, por sí o por la autoridad en quien delegue, 
sobre todos los extremos necesarios y los que sean consecuencia 
de las autorizaciones precedentes.

Art. 4.° El presente Real Decreto surtirá efecto desde la. fe­
cha de la notificación a la Red Nacional de los Ferrocarriles 
Españoles (RENFE).

Dado en Madrid a 25 de marzo de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Economía y Hacienda,
MIGUEL BOYER SALVADOR


